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Juan Carlos Martínez Osorio vs. Banco de Bogotá S.A. y Seguros de Vida Alfa S.A. Vidalfa S.A.

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala.
ORALIDAD:

Providencia: 
Sentencia de Segunda Instancia, Jueves 4 de mayo de 2017
Proceso: 
Ordinario Laboral – Confirma sentencia que accedió a las pretensiones
Radicación No: 
66001–31-05–004–2015-000225-1
Demandante:
Juan Carlos Martínez Osorio
Demandado:
Banco de Bogotá S.A. y Seguros de Vida Alfa S.A. Vidalfa S.A.
Juzgado de origen:
Cuarto Laboral del Circuito de Pereira – Risaralda-
Magistrado Ponente:
Francisco Javier Tamayo Tabares
Tema a tratar: 

RIESGOS LABORALES. COMPATIBILIDAD ENTRE EL SUBSIDIO DE LA INCAPACIDAD TEMPORAL, EXPEDIDA POR EL MÉDICO TRATANTE, Y LA INDEMNIZACIÓN POR INCAPACIDAD PERMANENTE PARCIAL. Por principio general, tal compatibilidad pervive mientras no se hayan cumplido los 720 días de generación de incapacidades pagadas, en el sistema de riesgos laborales, por la Administradora de dicho riesgo, puesto que si supera ese umbral, cómo sucedió en la acción de Tutela T- 468 de 2010 que sirvió de precedente a la T-777 de 2013, la ARP no vulnera derecho fundamental alguno al afiliado, en el evento de que suspenda o no pague el subsidio. Y son compatibles, por cuanto: Si se interpretara que las dos prestaciones económicas son incompatibles, se llegaría a la conclusión que una persona con una pérdida permanente parcial de su capacidad laboral, derivada de un accidente de trabajo o de una enfermedad profesional, tan sólo se le podría reconocer una indemnización máxima de 24 salarios base de liquidación (2 años). Esto significaría que el Sistema General de Riesgos Laborales le ofrece la misma protección máxima a una persona con incapacidad temporal que a una persona que perdió en forma permanente y parcial su capacidad laboral, sin tener en cuenta que en términos de equidad esta última se encontraría en una situación más desfavorable que aquella, conclusión contraria al principio constitucional de la igualdad material. Por otra parte, debe tenerse en cuenta que las personas que han sido calificadas con una pérdida permanente parcial de su capacidad laboral son personas con discapacidad. Esta condición implica que gozan de una protección especial por parte del Estado, en virtud de lo establecido en la Constitución Política y en los instrumentos internacionales suscritos por Colombia.
AUDIENCIA PÚBLICA:

En Pereira, hoy cuatro (04)  de  mayo de dos mil diecisiete (2017), siendo las siete y treinta de la mañana (7.30 a.m.), las Magistradas y el Magistrado Ponente de la Sala No 3 de la Sala Laboral del Tribunal de Pereira, Risaralda, declaran formalmente abierto, con el propósito de desatar el recurso de apelación presentado por Seguros de Vida Alfa S.A. Vidalfa S.A., en contra de la sentencia proferida el 18 de mayo de 2016 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario promovido por Juan Carlos Martínez Osorio, en contra del Banco de Bogotá S.A. y la recurrente.
IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

Antes se procede a relatar los pormenores del litigio así: el demandante, pretende que tras la declaración de la: (i) existencia del contrato de trabajo, a término indefinido, habido con el Banco de Bogotá S.A., desde el 5 de febrero de 2001 y, (ii) que en vigencia del mismo adquirió una enfermedad de carácter laboral. Se condene a ambas demandadas, a reconocer las incapacidades, que le ha venido concediendo el médico tratante o la EPS, desde el 16 de mayo de 2014, con indexación y costas.

 Las aludidas pretensiones descansan en los supuestos fácticos alusivos a la prestación del servicio a favor del banco accionado, desde la fecha atrás anotada, en las funciones de: auxiliar de contabilidad, cajero auxiliar, auxiliar de crédito y cartera, cajero principal y auxiliar de ventas y servicios, entre otros; en el último cargo adquirió la enfermedad de tipo laboral, “trastorno ansioso depresivo”, acarreando las incapacidades ordenadas por el médico psiquiatra de la IPS-, contratada por la ARL, así: del 23 de septiembre de 2011 al 21 de marzo de 2012; el 15 de enero, y 10 de marzo de 2014, tras habérsele otorgado vacaciones el 10 de febrero anterior, interrumpiendo las mismas, y así de manera continua; que su precalificación realizada por medicina laboral de la EPS, el 4 de febrero de 2009, fue aceptada por la ARL, el 31 de agosto siguiente, con carta de recomendaciones por espacio de 6 meses, siendo reubicado en el centro de operaciones, sin atender público, ni en jornada adicional; que la ARL accionada se negó a calificar su pérdida de la capacidad laboral, por lo que a solicitud del actor fue evaluado por las Juntas Regional y Nacional de Calificación, con el resultado de la pérdida del 16.75% de la merma de la capacidad con origen laboral, estructurada el 5 de julio de 2012, por lo que el 3 de enero de 2014, recibió una indemnización de $12.074.013.

Agrega que el Banco demandado, reconoció directamente las incapacidades hasta el 15 de mayo de 2014, que de ahí en adelante, ambas entidades, han rehusado el pago, negativa que ha persistido, no obstante, la interposición de una acción de tutela, igualmente, adversa a sus intereses en primera y segunda instancia.
  El Banco de Bogotá S.A., se opuso a la pretensión de asumir el pago de las incapacidades. Replicó no costarle los hechos, salvo los relativos a pre y calificación de la merma de la capacidad laboral, como a las incapacidades y pagos. Propuso las excepciones de: falta de causa para pedir, prescripción, e inexistencia de las obligaciones demandadas (fls. 195 y ss).
La otra accionada, Compañía de vida Alfa S.A., se opuso expresamente a las súplicas endilgadas en su contra. Replicó acerca de la certeza de los hechos que se sustentaron en la documentación adosada con la demanda, así como de los períodos de las incapacidades y pagos. Negó que por su culpa no hubiera sido valorado el actor por las Juntas, pues, el hecho se lo atribuyó a aquel dado que ante el requerimiento de las valoraciones médicas solo aportó un diagnóstico. Propuso como excepciones: cumplimiento de las obligaciones legales, buena fe, compensación, límite de responsabilidad, cobro de lo no debido, inexistencia de la obligación y prescripción (fls. 123 y ss).  
Sentencia del Juzgado

El Juzgado del conocimiento declaró a favor de Juan Carlos Martínez Osorio, que le asiste el derecho al pago de las incapacidades, ordenadas por el médico tratante, el 15 de enero de 2014, hasta que le sobrevenga su recuperación total, o le sea otorgada la pensión de invalidez; asimismo, ordenó contra Seguros de Vida Alfa, el pago de las incapacidades, entre el 15 de mayo de 2014 al 22 de febrero de 2016, con base en el IBC indexado. Absolvió al Banco de Bogotá, y declaró no avantes las excepciones propuestas por la compañía seguros, a quien condenó en costas. 
Partió de estimar que, no obstante, que el actor recibió en enero de 2014 una indemnización de más de 12 millones de pesos, por concepto de incapacidad permanente, a causa del tratamiento de trastorno ansioso, seguido al mismo por la IPS contratada por la ARL, se registraron incapacidades posteriores a dicha calenda, en especial del 16 de mayo de 2014 en adelante, las que no fueron canceladas a Juan Carlos Martínez Osorio, puesto que su empleadora solo satisfizo la prestación económica hasta el 15 de mayo de 2014, debiéndosele las causadas hasta el hasta el 22 de febrero de 2016, sin interrupción, fecha en que operó el reintegro a su cargo en la entidad bancaria accionada. 
Luego del recuento legal y las enseñanzas traídas en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en asunto de similares contornos, mandó entonces, que la entidad de la seguridad social en riesgos laborales cubriera al afiliado el valor de tales incapacidades, sin que el fenómeno de la prescripción afectara el reclamo, puesto que, el derecho de petición elevado previamente fue tempestivo, en orden a que no se consumara tal fenómeno extintivo.
 La Apelación

La compañía de seguros interpuso la alzada. Adujo que la situación planteada por el actor se encuentra sumido en un limbo jurídico, puesto que, que con base en las mismas razones esgrimidas en el fallo, serviría tanto para condenar como para absolver; recaba el hecho de que mediante la presentación, con antelación a esta litis, de una acción de tutela, se le había definido al actor, adversamente, la misma pretensión, y dado que como la sentencia se fundamenta, en otra dictada por la Corte Constitucional, se cuestiona al efecto, acerca del órgano de cierre en materia laboral, cuando al juez le corresponde apegarse a la ley vigente, más cuando la Corte Constitucional, no condicionó el sentido del art.3 de la Ley 776 art. 3.

Insistió en que el concepto emitido por el Ministerio de Trabajo, el 21 de junio de 2011, no contempló el reconocimiento simultaneo de incapacidades temporales e indemnizaciones por incapacidades permanentes parciales, pues estas, prestaciones son excluyentes.
Del problema jurídico:

¿Debe soportar la ARL el pago de los subsidios por incapacidad temporal expedidos por el médico tratante, luego que se le reconociera al afiliado la indemnización por incapacidad permanente parcial?.
Alegatos en esta instancia:

En este estado de la diligencia, se corre traslado por el término de 8 minutos para alegar, si las partes asisten a la audiencia.

Escuchadas las anteriores intervenciones que en síntesis reflejan los mismos puntos debatidos por los integrantes de la Sala, se procede a decidir de fondo, previa las siguientes: 

CONSIDERACIONES
Para empezar, es menester replicar lo que la jurisprudencia patria suele pregonar en torno al subsidio por incapacidad laboral, como aquel que hace parte del esquema de prestaciones económicas que el legislador diseñó con el objeto de cubrir a los afiliados al sistema general de seguridad social integral, frente a las contingencias que menoscaban su salud y su capacidad económica. 

En concreto, añade la jurisprudencia, el subsidio cumple el propósito de sustituir el salario cuando el trabajador debe ausentarse del lugar en que cumple sus actividades laborales, tras sufrir una enfermedad o un accidente que le impide desempeñar temporalmente su profesión u oficio (Corte Constitucional sentencia T- 333 de 11 de junio de 2013). 

Este subsidio, sucedáneo del salario se debe reconocer al afectado con una incapacidad, cuyo estudio se encuentra en verificación por los organismos competentes, en aras de determinar si al final del tratamiento se espera una recuperación del paciente, denominado concepto de rehabilitación, o si por el contrario, su tratamiento degenerará en una incapacidad permanente o en una invalidez; por lo que en el entretanto, cobra sobrada importancia el subsidio de incapacidad, en la medida en que se constituye en el soporte de su subsistencia; aspecto que no ofrece polémica, mientras los términos de rehabilitación, o de no rehabilitación se estén cumpliendo, en orden a que concluyan con su rehabilitación o readaptación o  curación, o de la declaración de su incapacidad permanente parcial, invalidez o muerte, en los términos que lo precisan las voces finales del primer inciso del artículo 3 de la Ley 776 de 2002, puesto que hasta que estos momentos no se hayan producido, el subsidio cobra vigencia.

Y no hay polémica por cuanto la entidad de seguridad social competente (EPS o Fondos de Pensiones, en el sistema de riesgos comunes, o las ARL en riesgos laborales), son las llamadas al reconocimiento de tales subsidios, como las dos últimas son las encargadas de pagar las pensiones, en cada uno de esos riesgos.
La situación sube de tono cuando los términos previstos en las normas o sus complementos, rebasan los límites, sin una definición real, o estos concluyan, en riesgos comunes, con una pérdida de la capacidad laboral inferior al 50%, y la persona no puede reintegrarse al trabajo por cuanto subsisten nuevas incapacidades expedidas por el médico tratante. O, cuando en riesgos laborales, algo similar ocurra con el trabajador a quien previamente se le haya declarado una incapacidad permanente parcial, e incluso, se le haya reconocido la indemnización pertinente cual sucede en el sub-lite.
Sobre este particular la Corte Constitucional al hacer un recorrido a los pasos y términos que disponen los entes de la seguridad social, concretamente, para este caso, la ARL, desde el mismo instante en que su produce la contingencia, pregonó lo siguiente:

“Del análisis de las normas citadas  (Decreto 2463 de 2001, y Ley 776 de 2002, entre otras), debe resaltarse que para determinar las prestaciones económicas a las que tienen derechos los afiliados al Régimen General de Riesgos Laborales en casos de accidente de trabajo o enfermedad laboral, es importante determinar la naturaleza de las incapacidades médicas que genera el evento catastrófico, las cuales pueden ser temporales o permanentes. Si las incapacidades son temporales, debe establecerse si existe concepto favorable de rehabilitación del afectado. Si se expide tal concepto, las administradoras de riesgos laborales deben reconocerle al trabajador subsidios por incapacidad temporal durante 180 días, prorrogables por otros 180 días. Adicionalmente, si luego de este lapso se reitera el concepto médico favorable de rehabilitación, este lapso puede ser prorrogado por 360 días adicionales. Esto quiere decir que en el evento de accidentes de trabajo o enfermedades laborales, las normas legales consagran el reconocimiento del subsidio por incapacidad laboral por un lapso de 720 días, cuando existe concepto favorable de rehabilitación.

Por otra parte, cuando exista concepto desfavorable de rehabilitación integral, se debe establecer si su incapacidad es parcial o superior al 50%, por medio de un dictamen de pérdida de capacidad laboral. En el evento en que la incapacidad sea permanente parcial, el afiliado tendrá derecho al reconocimiento de una indemnización. Y si se concluye que la incapacidad es superior al 50%, este tendrá derecho a una pensión de invalidez, cuando cumpla con las demás condiciones legales y constitucionales para ello” (Sentencia T-777 de 2013). 

Como antes se indicó, el subsidio por incapacidad laboral generada por un accidente de trabajo o una enfermedad laboral es una prestación económica reconocida por el Sistema General de Riesgos Laborales con la que se busca garantizar, entre otros, los derechos fundamentales al mínimo vital y a la salud de las personas que sufren una incapacidad temporal como consecuencia del desarrollo de sus actividades laborales.

En la demanda, que concita el interés de la Sala, se alude a: (i) que en 2005, el demandante, empezó a manifestar problemas en su salud relacionadas con la actividad que desarrollaba en el banco, (ii) que en 2007 fue valorado con el diagnóstico de trastorno de pánico, ansiedad generalizada y trastorno adaptativo con depresión, (iii) que el 4 de febrero de 2009, recibió la precalificación de trastorno de ansiedad generalizada, como de origen laboral, la misma que fue aceptada por la ARL seguros de vida alfa S.A., en misiva de 31 de agosto de ese año (fl. 30), (iv) que el mismo 4 de febrero de 2009, la ARL reconoció hasta el 18 del mismo mes, una incapacidad por 15 días, así mismo otras, en los meses de marzo, abril, octubre y noviembre de ese año, hasta completar 49 días con solución de continuidad, y un pago total de $2.0701.383, según la respuesta de esta accionada y el documento anexo, folios 135 y 149.

(v) Que el actor fue nuevamente incapacitado entre el 23 de septiembre de 2011 al 21 de marzo de 2012, hecho 17 que fue aceptado por la Compañía de seguros Alfa (fl. 125), e igualmente, por el empleador a folio 200, (vi) que fue Calificado el 27 de febrero de 2013, con una pérdida de la capacidad laboral del 16.75%, y fecha de estructuración: 5 de julio de 2012, lo que así se acredita con el dictamen de la junta regional de Calificación, no modificada por la junta nacional el 27 de noviembre de 2013 (fls. 42 y ss), (vii) que el 3 de enero de 2014 recibió la indemnización, que se corrobora con lo admitido por la pasiva y el documento de folio 52, (viii) que Martínez Osorio recayó en la enfermedad a partir del 15 de enero de 2014, por lo que ha venido siendo incapacitado por el médico psiquiatra de la IPS, contratada por la ARL, de manera continua e ininterrumpida.

Del comentado recorrido, se detalla que: (i) entre el reconocimiento de la indemnización por la incapacidad permanente, y la determinación de esta por las Juntas Calificadoras, apenas medió un mes y 18 días de diferencia, (ii) la calificación, tampoco, fue el producto del seguimiento hecho por la ARP, a la dolencia del actor, puesto que, ni siquiera fue ésta la que dio la orden de que las juntas calificaran a Juan Carlos Martínez, (iii) en esa perspectiva, no medió siquiera el concepto favorable o desfavorable de rehabilitación, (iv) las incapacidades que acepta la ARL, folios 135 y 149, se insinúan aisladas, esto es, no continuas, puesto que apenas cuatro, arriban a 8, 10 o 15 días continuos cada una, como quiera que las restantes, son apenas de 2 y 4 días, (v) se desconoce si las que abarcan el periodo del 23 de septiembre de 2011 al 21 de marzo de 2012, fueron canceladas, puesto que no figuran en los cuadros de folios 135 y 149.

Lo hasta acá expuesto permite colegir, que la ARL demandada no adecuó su comportamiento a los lineamientos, pasos y tiempos conforme a la legislación en materia de riesgos laborales, indicados por la ameritada jurisprudencia, a propósito de los padecimientos del actor; no mandó que el médico tratante expidiera el concepto favorable o no de rehabilitación, ni ordenó el dictamen de Calificación, por cuanto a lo único que se ciñó fue al pago de la indemnización por la incapacidad permanente parcial, conducta que no la exonera al reconocimiento del subsidio por incapacidad que se generaron con posterioridad, no sólo por lo que se viene comentando, sino además, por las potísimas razones que se pasan a exponer.

(i) Sentado lo tiene el alto Tribunal Constitucional, con base en el principio constitucional de igualdad y en la protección especial de las personas con discapacidad, que no son incompatibles: la indemnización por la incapacidad permanente parcial y el subsidio que genera la incapacidad temporal expedida por el médico tratante. En sus pasajes pertinentes decantó:

"Adicionalmente, la Sala de Revisión considera que existen buenas razones para concluir que las dos prestaciones económicas sí son compatibles. Si se interpretara que las dos prestaciones económicas son incompatibles, se llegaría a la conclusión que una persona con una pérdida permanente parcial de su capacidad laboral, derivada de un accidente de trabajo o de una enfermedad profesional, tan sólo se le podría reconocer una indemnización máxima de 24 salarios base de liquidación (2 años). Esto significaría que el Sistema General de Riesgos Laborales le ofrece la misma protección máxima a una persona con incapacidad temporal que a una persona que perdió en forma permanente y parcial su capacidad laboral, sin tener en cuenta que en términos de equidad esta última se encontraría en una situación más desfavorable que aquella, conclusión contraria al principio constitucional de la igualdad material.

Por otra parte, debe tenerse en cuenta que las personas que han sido calificadas con una pérdida permanente parcial de su capacidad laboral son personas con discapacidad. Esta condición implica que gozan de una protección especial por parte del Estado, en virtud de lo establecido en la Constitución Política y en los instrumentos internacionales suscritos por Colombia, lo cual obliga al Estado a adoptar medidas tendientes a lograr que el derecho a la igualdad de este grupo de personas sea efectivo. Por lo tanto, la interpretación sobre que la cancelación de los subsidios por incapacidad es incompatible con la indemnización por pérdida permanente parcial de la capacidad laboral, llevaría a concluir que el Sistema de Seguridad Social le ofrece la misma protección económica a las personas con discapacidad que a las personas con incapacidades temporales, conclusión que sería contraria a la Constitución y que desconocería la protección especial de este grupo de personas" (Sentencia de tutela ya reseñada).

(ii) Esa compatibilidad entre ambas prestaciones económicas, pervive mientras no se hayan cumplido los 720 días de generación de incapacidades pagadas, en el sistema de riesgos laborales, por la Administradora de dicho riesgo, puesto que si supera ese umbral de pago de incapacidades, cómo sucedió en la acción de Tutela T- 468 de 2010 que sirvió de precedente a la T-777 de 2013, citada por la a- quo, en todas las cuales se negaron los amparos constitucionales, por cuanto:

 "En esa oportunidad, la Corte concluyó que la entidad encargada del reconocimiento de los subsidios por incapacidad no había vulnerado los derechos de la actora, porque ya le habían reconocido los subsidios por incapacidad por un lapso superior al señalado en las normas vigentes. 

Siguiendo el precedente expuesto, la Sala Primera de Revisión debe concluir que Colpatria S.A. no le vulneró los derechos fundamentales al señor César Arango Marín con la decisión de suspenderle la cancelación de los subsidios por incapacidad laboral, ya que las normas legales consagran el reconocimiento de esa prestación por un lapso máximo de 720 días y, en el caso concreto, el actor recibió ese subsidio por cerca de 1272 días".

Con arreglo a lo señalado, entonces, la ARL que pretenda liberarse del reconocimiento del subsidio temporal cuando ya ha hecho efectivo el pago de la indemnización por incapacidad permanente parcial, deberá acreditar que superó el número de días, pagos, por la incapacidad temporal expedidas por el médico tratante, esto es, más de 720 días, hipótesis que estuvo lejos de ofrecerse en el sub-lite. Por último,
(iii) si bien el Ministerio del Trabajo emitió en 2011 el concepto adverso a dicha compatibilidad, conforme lo relata la ARP accionada, en su defensa (folio 131), esa Cartera, actualmente asumió una postura diametralmente distinta, tal cual se observa en su circular 0010 de febrero 3 de 2017, en el que se advierte que en los casos en que inicialmente se efectúe la calificación de pérdida de capacidad laboral y se determine la incapacidad permanente parcial y el reconocimiento de la indemnización, y posteriormente se presenten nuevas incapacidades ante las secuelas o progresiones de eventos profesionales, cual ocurre en el sub-lite, la ARL debe reconocer dichas incapacidades temporales.

Es más, indicó que la Superintendencia Financiera deberá investigar y sancionar a las ARL cuando incumplan tal normativa. 

En consecuencia, no sale avante la censura, razón por la cual se confirmará la decisión impugnada. 
Costas en este grado a cargo de la recurrente. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira –Risaralda- Sala de Decisión 3 de la Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
FALLA 

Confirma la sentencia conocida en apelación.
Costas en este grado en contra de la recurrente.
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.

Magistrado ponente,
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistradas,
OlGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA      ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN         
                                       Alonso Gaviria Ocampo
Secretario
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